ACTO SEXUAL CON MENOR DE CATORCE AÑOS

RADICACIÓN:       66400 31 89 001-2004-00203-01

CONDENADO:          JORGE LUIS GRAJALES GALLEGO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, junio diecisiete de dos mil cinco 

Aprobado por Acta No. 262 

Hora: 05:30 pm 

1.- VISTOS 

Se resuelve el  recurso de apelación interpuesto por la Defensora del procesado JORGE LUIS GRAJALES VALLEJO contra el auto interlocutorio proferido el veintiocho (28) de febrero del presente año por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.), por medio del cual se le negó la prisión domiciliaria al penado.

2.- PROVIDENCIA 

Previa visita social familiar practicada a la residencia del interno, adujo el a quo de acuerdo con lo obrante en el expediente, que el señor JORGE LUIS GRAJALES VALLEJO es padre de una menor de trece (13) años de edad, quien no depende económicamente de él al desempeñarse su progenitora como profesora y ser precisamente quien funge como madre cabeza de familia a pesar de sus limitaciones físicas –padecimiento de artritis-.  

Además,  antes de su detención el implicado permaneció algún tiempo laborando como ayudante en construcción,  en actividades agrícolas o en reparación de calles y en sus tiempos libres dedicado a perseguir niñas para ejercer sobre ellas actos de lujuria. En esas condiciones no era acreedor al beneficio peticionado sin que con ello se vulnerara ningún derecho constitucional o legal que amparara a los menores, por cuanto -itera- su hija menor no estaba en desamparo. 

En lo que atañe con el factor objetivo señala que al estar la pena mínima en cuatro (4) años, se cumpliría tal requisito. Por el contrario, en lo relacionado con el  subjetivo no se satisface la exigencia al encontrar en el plenario que mientras permanecía el señor GRAJALES VALLEJO desocupado en su vivienda, se dedicaba a perseguir menores para satisfacer su lascivia. En ese sentido, trae a colación lo manifestado por la niña ofendida sobre dedicarse también a perseguir a otras vecinas, con lo cual causaba actitud de zozobra en la comunidad.

Menciona los planteamientos de la Corte Constitucional concernientes con los fines de la pena en nuestro sistema jurídico: uno preventivo, cumplido al establecerse legislativamente la sanción; otro retributivo, manifestado al imponerse la condena y, otro resocializador, que orienta la ejecución de la pena. Negó por tanto el beneficio.
3.-  RECURSO

La Defensa, inconforme con el auto referido y al no haber sido consecuente con sus intereses, sustentó en debida oportunidad el recurso de apelación, para lo cual empieza por señalar que el a-quo retomó las pruebas obrante en el proceso, en especial la declaración de la madre de la ofendida sin considerar los trestimonios de los vecinos del procesado en el sentido de ser persona trabajadora, seria, sin evidenciar comportamientos de aquellos por los cuales fuera condenado.

Censura el criterio del conociente sobre velar la madre discapacitada de la menor por su hija, cuando por el contrario la joven se encuentra desprotegida, sin que tenga familiares que le puedan brindar ayuda. Sobre la señora AMPARO LÓPEZ refiere que debe someterse a un horario de trabajo que la aleja del cuidado personal y afectivo de su hija que permanece sola en casa y debe realizar labores hogareñas, pesadas para su corta edad. Además, que lo devengado por la dama no alcanza para cubrir las necesidades básicas lo que hace a la familia atravesar por una difícil situación económica.

Al referirse al aspecto subjetivo, descalifica el testimonio de la menor y realza lo vertido por los vecinos del señor JORGE LUIS quienes deponen de manera distinta a lo denunciado. Menciona que de la visita familiar practicada se concluye no constituir su representado un riesgo para la familia ni para la comunidad y tratarse de un gran apoyo físico y emocional para la menor y la esposa. Critica al conociente por alejarse del concepto de la trabajadora social.

Sobre la figura jurídica deprecada, señala que de conformidad con el artículo 38 del Código Penal, se otorgará mediante caución que garantice el cumplimiento de las medidas que conlleva y transcribe su inciso final. En seguida, acude a cita jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia 

Resalta que ha aprendido a elaborar artesanías y que con eso puede aportar a la manutención de su hogar, el cual está en crisis debido a su ausencia. En los cuatro (4) meses que lleva detenido, ha laborado, ha “ganado descuentos” punitivos y ha logrado distinciones por su excelente comportamiento. 

4.-  SE CONSIDERA

El artículo 204 del C. de P. P. limita las facultades del ad quem a lo que ha sido materia de impugnación o a lo que resulte inescindiblemente vinculado con ello. En ese sentido, la Sala se pronunciará exclusivamente en lo relacionado con el cumplimiento o no de los requisitos para aspirar a la prisión domiciliaria de que habla el artículo 38 del Código Penal. 

Así, en lo que respecta al factor objetivo, por la cuantía mínima de la pena prevista, que no supera los cuatro (4) años -incluido el agravante- el señor GRAJALES VALLEJO podría ser acreedor al sustituto solicitado. No obstante, en lo que se refiere al elemento subjetivo, tal condición no se cumple, veamos porqué: 

No se ve viable que el procesado encaje dentro de lo preceptuado por el numeral segundo de la norma en estudio al señalar “2. Que el desempeño personal, laboral, familiar o social del sentenciado permita al Juez deducir seria, fundada y motivadamente que no colocará en peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena”. Es una verdad procesal que la sentencia que hoy descuenta el interno se generó en la vulneración producida a un ser integrante de un grupo de especial protección constitucional y legal, los niños. A pesar de existir la norma penal que prohibía tal accionar y que además señalaba la pena a imponer a quienes la infringieran, tal amenaza no fue suficiente para disuadir al señor JORGE LUIS GRAJALES de atropellar su integridad y su formación sexual. El pronóstico acerca de la posibilidad de reinciden en ese mismo comportamiento es negativo.
En el otro extremo del caso que ocupa la atención de la Sala, lo concerniente con la aplicación de la Ley 790 de 2002, es evidente que la ley 82 de 1993 -aplicable al caso estudiado de conformidad con la jurisprudencia constitucional-, define la figura de la persona cabeza de familia, siendo muy clara al decir que una persona tiene esa calidad, siempre y cuando no exista el apoyo del otro cónyuge o compañera permanente, situación que impide a la judicatura proceder favorablemente a la petición formulada por el aquí sentenciado, toda vez que su hija a pesar del estado de salud que presenta su progenitora, goza de su compañía, como se desprende de los documentos allegados al proceso. Así las cosas, claramente se puede decir que el señor GRAJALES VALLEJO no reviste la calidad de padre cabeza de hogar y, por ello, no puede ser beneficiario de la prisión domiciliaria.   

Por lo expresado, el auto revisado debe confirmarse.

5.- DECISIÓN  

Con las anteriores motivaciones, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA  el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia (Rda.), que fue objeto de alzada.

CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                    VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala           
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